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	FORMATO MEMORIA JUSTIFICATIVA



	Entidad originadora:
	Departamento Administrativo para la Prosperidad Social

	Fecha (dd/mm/aa):
	01-09-2021

	Proyecto de Decreto/Resolución:
	«Por medio de la cual se regula la entrega de las transferencias monetarias no condicionadas, adicionales y extraordinarias no cobradas durante la vigencia 2020 por los participantes del programa Jóvenes en Acción»

	1. ANTECEDENTES Y RAZONES DE OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA QUE JUSTIFICAN SU EXPEDICIÓN.
El Programa Jóvenes en Acción es un Programa del Gobierno Nacional dirigido a jóvenes bachilleres en condiciones de pobreza y vulnerabilidad que busca mejorar las capacidades, competencias, habilidades y destrezas para el trabajo, a través de una transferencia monetaria condicionada que incentiva la continuidad del proceso de formación, el aumento del logro educativo y el desarrollo de competencias para el trabajo que, en conjunto, contribuyen a la generación de capital humano, incrementan la empleabilidad y mejoran las condiciones de vida.

De acuerdo con el programa de gobierno, a través de los programas sociales de incentivos a población vulnerable, se busca posibilitar y mejorar la movilidad social de las poblaciones en condiciones de pobreza y vulnerabilidad que permitan no sólo luchar contra la pobreza sino contra fenómenos conexos como la desigualdad, la discriminación y las barreras de acceso a bienes y servicios. 

El Programa Jóvenes en Acción contribuye con dos grandes logros del programa de gobierno: mejorar la movilidad social y la eliminación de barreras de acceso y permanencia en la educación superior, entre segmentos poblacionales; como también contribuye a la inclusión financiera y a la transición al mercado laboral.

La Resolución 00527 del 17 de febrero de 2017, actualizó las disposiciones del Programa Jóvenes en Acción y lo adoptó como un programa del Gobierno nacional que busca incentivar y fortalecer la formación de capital humano de la población joven en condición de pobreza y vulnerabilidad, mediante un modelo de Transferencias Monetarias Condicionadas -TMC -, que permita el acceso y permanencia a la educación y el fortalecimiento de competencias transversales. 

Ahora bien, ante la declaratoria de la Organización Mundial de la Salud -OMS- de pandemia por el COVID-19, el pasado 11 de marzo del 2020, esencialmente por la velocidad de su propagación, instando a los Estados a tomar las acciones urgentes y decididas para la identificación, confirmación, aislamiento y monitoreo de los posibles casos y el tratamiento de los casos confirmados, así como la divulgación de las medidas preventivas con el fin de redundar en la mitigación del contagio; el Ministerio de Salud y Protección Social mediante la Resolución 385 del 12 de marzo de 2020, declaró la emergencia sanitaria por causa del COVID-19, prorrogada por las Resoluciones 844, 1462, 2230 de 2020 y 222, 738 y 1315 de 2021 hasta el 30 de noviembre de 2021, y adoptó medidas sanitarias con el objeto de prevenir y controlar la propagación del COVID-19 en el territorio nacional y mitigar sus efectos.. 

Mediante el Decreto 417 de 2020 “Por el cual se declara un Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio Nacional”, en el artículo 1 se declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional, por el término de treinta (30) días calendario, contados a partir de la vigencia de este decreto; y en el artículo 3 contempló: “El Gobierno nacional adoptará mediante decretos legislativos, además de las medidas anunciadas en la parte considerativa de este decreto, todas aquellas medidas adicionales necesarias para conjurar la crisis e impedir la extensión de sus efectos, así́ mismo dispondrá las operaciones presupuestales necesarias para llevarlas acabo”. 

Dentro de las medidas anunciadas en la parte considerativa del Decreto 417 de 2020, el Presidente de la República estableció: “Que resulta necesario autorizar al Gobierno nacional realizar la entrega de transferencias monetarias adicionales y extraordinarias entre otras en favor de los beneficiarios de los programas Familias en Acción, Protección Social al Adulto Mayor -Colombia Mayor, Jóvenes en Acción y de la compensación del impuesto sobre las ventas -IVA, con el fin de mitigar los efectos económicos y sociales causados a la población más vulnerable del país por la emergencia económica, social y ecológica derivada de la Pandemia COVID-19”. 

De acuerdo al artículo 1 del Decreto 458 de 2020 “Por el cual se adoptan medidas para los hogares en condición de pobreza en todo el territorio nacional, dentro del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, se establece que “Por el término de duración del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica declarado por medio del Decreto 417 de 2020; se autoriza al Gobierno Nacional a realizar la entrega de una transferencia monetaria no condicionada, adicional y extraordinaria en favor de los beneficiarios de los Programas Familias en Acción, Protección Social al Adulto Mayor – Colombia Mayor y Jóvenes en Acción”.

Posteriormente, el Decreto 637 de 2020 “Por el cual se declara un Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio Nacional” en el artículo 1 declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional, por el término de treinta (30) días calendario, contados a partir de la vigencia de este decreto; y en el artículo 3 contempló: “El Gobierno nacional adoptará mediante decretos legislativos, además de las medidas anunciadas en la parte considerativa de este decreto, todas aquellas medidas adicionales necesarias para conjurar la crisis e impedir la extensión de sus efectos, así mismo dispondrá las operaciones presupuestales necesarias para llevarlas a cabo”.

Dentro de las medidas anunciadas en la parte considerativa del Decreto 637 de 2020 el Presidente de la República estableció: “Que resulta necesario autorizar al Gobierno nacional realizar la entrega de transferencias monetarias adicionales y extraordinarias entre otras en favor de los beneficiarios de los programas Familias en Acción, Protección Social al Adulto Mayor -Colombia Mayor, Jóvenes en Acción, de la compensación del impuesto sobre las ventas -IVA y la transferencia del Ingreso Solidario, con el fin de mitigar los efectos económicos y sociales causados a la población más vulnerable del país por la crisis de la Pandemia del nuevo coronavirus COVID-19”.

Y mediante el Decreto Legislativo 659 de 2020, se autorizó al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, a realizar la entrega de transferencias monetarias no condicionadas, adicionales y extraordinarias en favor de los beneficiarios de los programas Familias en Acción y Jóvenes en Acción, por el término de duración del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica declarado mediante el Decreto 637 de 2020. 

De conformidad al artículo 2o del Decreto Legislativo 659 de 2020, la transferencia monetaria no condicionada, adicional y extraordinaria en favor de los beneficiarios del programa Jóvenes en Acción se ejecutó con cargo a los recursos del Fondo de Mitigación Emergencias -FOME-. 

Por último, mediante el Decreto Legislativo 814 de 2020, se autorizó al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, a realizar la entrega de transferencias monetarias no condicionadas, adicionales y extraordinarias en favor de los beneficiarios de los programas Familias en Acción y Jóvenes en Acción, siempre y cuando cuenten previamente con la respectiva disponibilidad presupuestal, durante el término de duración del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica declarado mediante el Decreto 637 de 2020.

De conformidad al artículo 2 del Decreto Legislativo 814 de 2020, la transferencia monetaria no condicionada, adicional y extraordinaria en favor de los beneficiarios del programa Jóvenes en Acción se ejecutó con cargo a los recursos del Fondo de Mitigación Emergencias -FOME- o a las demás fuentes de financiación consideradas en el Presupuesto General de la Nación -PGN, para lo cual, se efectuó la correspondiente distribución presupuestal al Ministerio del Trabajo y al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social.

Así, con el fin de dar aplicación a las medidas adoptadas por el Gobierno Nacional, el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, mediante las Resoluciones 00934 del 14 de mayo de 2020, 01169 del 21 de julio de 2020, 01570 del 1 de septiembre de 2020 y 01975 del 30 de noviembre de 2020; impartió las instrucciones necesarias para realizar las entregas de las transferencias monetarias adicionales y extraordinarias a los participantes del Programa Jóvenes en Acción a través de diferentes jornadas de entrega de incentivos durante la vigencia 2020.

De conformidad con la Ley 2063 de 2020, “Por la cual se decreta el presupuesto de rentas y recursos de capital y ley de apropiaciones para la vigencia fiscal del 01 de enero al 31 de diciembre de 2021”, el artículo 24 estableció que “los órganos que conforman el Presupuesto General de la Nación, de conformidad con el artículo 36 de la Ley 1955 de 2019, deberán reintegrar a la Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional dentro del primer mes de 2021 los recursos del Presupuesto General de la Nación que hayan sido girados a entidades financieras y que no hayan sido pagados a los beneficiarios finales. Estos recursos se constituirán como acreedores varios sujetos a devolución y serán puestos a disposición de la Entidad Financiera cuando se haga exigible su pago a beneficiarios finales sin que esto implique operación presupuestal alguna, entendiendo que se trata de una operación de manejo eficiente de Tesorería”.

En este sentido, mediante la Resolución 00599 del 29 de marzo de 2021 "Por la cual se constituyen como Acreedores Varios sujetos a devolución los recursos que no fueron cobrados por 11.690 participantes del programa Jóvenes en Acción de la jornada de entrega que se llevó acabo del 24 de diciembre de 2020 al 20 de enero de 2021, destinados para la entrega de las transferencias monetarias no condicionadas, adicionales y extraordinarias de que trata el Decreto 417 de 2020 y el Decreto 637 de 2020, y el Decreto Legislativo 458 de 2020, Decreto Legislativo 659 de 2020 y Decreto Legislativo 814 de 2020"; el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social constituyó como acreedores varios sujetos a devolución del valor que no fue cobrado por estos participantes del programa Jóvenes en Acción durante la sexta jornada de entrega de incentivos de 2020 cuyo listado se encuentra plenamente validado y verificado en la base de datos que se refleja en el Sistema de Información de Jóvenes en Acción - SIJA. 

Mediante la Resolución 1576 del 8 de julio de 2021 “Por la cual se efectúa una distribución en el Presupuesto de Gastos de Funcionamiento del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para la vigencia fiscal de 2021”, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público determinó que el Comité de Administración del Fondo de Mitigación de Emergencias – FOME, en su sesión virtual del 17 de junio de 2021, aprobó financiar con cargo a los recursos del FOME la solicitud del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social para realizar la entrega de los las transferencias monetarias no condicionadas, adicionales y extraordinarias que no fueron cobradas por los participantes del programa Jóvenes en Acción y Familias en Acción de la vigencia 2020 de los programas Familias en Acción y Jóvenes en Acción; para lo cual expidió el Certificado de Disponibilidad Presupuestal No. 5721 del 29 de junio de 2021 y efectuó la distribución en el presupuesto de Gastos de Funcionamiento del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para la vigencia fiscal 2021.

En este sentido, el valor total de las transferencias monetarias no condicionadas, adicionales y extraordinarias no cobradas durante la vigencia 2020 por los participantes del programa Jóvenes en Acción corresponde a ONCE MIL CUATROCIENTOS DIECISÉIS MILLONES DOSCIENTOS OCHO MIL PESOS M/CTE ($11.416.208.000), de acuerdo con lo señalado en el certificado de disponibilidad presupuestal No. 19721 de 2021, Reserva Presupuestal con cargo al Registro Presupuestal 201420, expedidos por la Subdirección Financiera de Prosperidad Social, rubro presupuestal “A-03-03-01-082 Fondo de Mitigación de Emergencias – FOME”, y la Resolución 00599 del 29 de marzo de 2021.

Los beneficiarios de la transferencia monetaria no condicionada, adicional y extraordinaria, otorgada mediante el presente acto administrativo, serán determinados mediante la aplicación del procedimiento de depuración y control de calidad de información que el GIT Antifraudes de la Dirección de Transferencias Monetarias realice sobre la base de datos externa de la Registraduría Nacional del Estado Civil y demás registros administrativos oficiales, en especial los registros contenidos en la plataforma de intercambio de información del Sistema Integral de Información de la Protección Social (Sispro) del Ministerio de Salud-PISIS- y el Registro Único de Afiliados -RUAF-.

Conforme a lo anterior, es necesario que el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social imparta las instrucciones necesarias para la entrega de las transferencias monetarias adicionales y extraordinarias no cobradas por los participantes del Programa Jóvenes en Acción, durante la vigencia 2020.
Finalmente, es importante tener en cuenta que el Gobierno nacional, mediante el Decreto 1026 del 31 de agosto de 2021, impartió instrucciones en virtud de la emergencia sanitaria generada por la pandemia del Coronavirus COVID-19, y el mantenimiento del orden público, se decreta el aislamiento selectivo con distanciamiento individual responsable y la reactivación económica segura.

	

	2. ÁMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO

El presente proyecto de Resolución tiene como objeto establecer las disposiciones que regulen la entrega de la transferencia monetaria no condicionada, adicional y extraordinaria no cobrada por los participantes del programa Jóvenes en Acción de la Dirección de Transferencias Monetarias Condicionadas, en el desarrollo de la vigencia 2020.

Las medidas están dirigidas a los beneficiarios del programa, a los funcionarios y operadores intervinientes en su implementación y ejecución, a los órganos de control como insumo para su gestión, así como a la ciudadanía en general.



	3. VIABILIDAD JURÍDICA

(Por favor desarrolle cada uno de los siguientes puntos)

3.1 Análisis expreso y detallado de normas de competencia.

i. Ley 489 de 1998 “por la cual se dictan normas sobre la organización y funcionamiento de las entidades del orden nacional, se expiden las disposiciones, principios y reglas generales para el ejercicio de las atribuciones previstas en los numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones.

“Artículo 64.Funciones de los jefes o directores de las unidades ministeriales. Son funciones de los jefes o directores de las distintas unidades ministeriales, además de las que les señalan la Constitución Política, el acto de creación y las disposiciones legales especiales, las siguientes: 

  

a) Ejercer las atribuciones que les ha conferido la ley o que les han sido delegadas; 

  

b) Asistir a sus superiores en el estudio de los asuntos correspondientes al Ministerio; 

  

c) Dirigir, vigilar y coordinar el trabajo de sus dependencias en la ejecución de los programas adoptados y en el despacho correcto y oportuno de los asuntos de su competencia; 

  

d) Rendir informe de las labores de sus dependencias y suministrar al funcionario competente apreciaciones sobre el personal bajo sus órdenes de acuerdo con las normas sobre la materia; 

  

e) Proponer las medidas que estime procedentes para el mejor despacho de los asuntos del Ministerio”. 

ii. Ley 1622 de 2013, “Por medio de la cual se expide el Estatuto de ciudadanía juvenil y se dictan otras disposiciones” 
Artículo 17. Competencias de la Nación. Para efectos de la presente ley son competencias de la Nación, entre otras, las siguientes: 

(…)

2. Orientar, coordinar y ejecutar políticas públicas que permitan el acceso con calidad y equidad de los jóvenes a la diversidad de la oferta institucional del Estado en lo relacionado con la garantía y el goce efectivo de sus Derechos Humano. (…)” 

iii. Decreto Legislativo 458 de 2020. “Por el cual se adoptan medidas para los hogares en condición de pobreza en todo el territorio nacional, dentro del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”

“Artículo 1.Entrega de transferencias monetarias en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional. Por el término de duración del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica declarado por medio del Decreto 417 de 2020, se autoriza al Gobierno nacional a realizar la entrega de una transferencia monetaria no condicionada, adicional y extraordinaria en favor de los beneficiarios de Ios programas Familias en Acción, Protección Social al Adulto Mayor -Colombia Mayor y Jóvenes en Acción”. 

iv. Decreto 659 del 13 de mayo de 2020. “Por el cual se entrega una transferencia monetaria no condicionada, adicional y extraordinaria en favor de los beneficiarios de los programas Familias en Acción, Protección Social al Adulto Mayor -Colombia Mayor y Jóvenes en Acción y se dictan otras disposiciones en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”.
“Artículo 1. Entrega de una transferencia monetaria no condicionada, adicional y extraordinaria en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica. Durante el término que dure el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica declarado mediante el Decreto 637 del 6 de mayo de 2020, autorizar al Gobierno nacional para que por medio del Ministerio del Trabajo y del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, realice la entrega de una (1) transferencia monetaria no condicionada, adicional y extraordinaria en favor de los beneficiarios de los programas Familias en Acción, Protección Social al Adulto Mayor -Colombia Mayor y Jóvenes en Acción”. 

v. Decreto 814 del 4 de junio de 2020.” "Por el cual se ordena la entrega de transferencias monetarias no condicionadas, adicionales y extraordinarias en favor de los beneficiarios de los programas Protección Social al Adulto Mayor -Colombia Mayor, Familias en Acción y Jóvenes en Acción y se dictan otras disposiciones en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica declarado por el Decreto 637 de 2020”
“Artículo 1. Entrega de transferencias monetarias no condicionadas, adicionales y extraordinarias en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica. Durante el término de duración de los efectos de la Emergencia Económica, Social y Ecológica declarada mediante el Decreto 637 del 6 de mayo de 2020, autorizar al Gobierno nacional para que por medio del Ministerio del Trabajo y del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, realicen en favor de los beneficiarios de los programas Familias en Acción, Protección Social al Adulto Mayor -Colombia Mayor y Jóvenes en Acción entregas de transferencias monetarias no condicionadas, adicionales y extraordinarias, siempre y cuando cuenten previamente con la respectiva disponibilidad presupuestal”. 

vi. Decreto 2094 del 22 de diciembre de 2016. “Por el cual se modifica la estructura del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social - Prosperidad Social”.

Artículo 4. Funciones. Son funciones del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, además de las que determina la Ley 489 de 1998 y demás disposiciones legales, las siguientes: 

1. Formular, dirigir, coordinar, ejecutar y articular las políticas, planes, programas, estrategias y proyectos para la inclusión social y la reconciliación en términos de la superación de la pobreza y pobreza extrema, la atención de grupos vulnerables y la atención y reparación a víctimas del conflicto armado a que se refiere el artículo 3° de la Ley 1448 de 2011. 

 2. Formular, dirigir, coordinar y articular las políticas, planes, programas, estrategias y proyectos para la atención integral a la primera infancia, infancia y adolescencia. 

3. Impartir directrices a las entidades del Orden Nacional para la intervención de las poblaciones focalizadas por el Departamento, en el ámbito de las competencias de cada una de estas. 

4. Adoptar y ejecutar planes, programas, estrategias y proyectos para gestionar y focalizar la oferta social de las entidades del Orden Nacional en el territorio, con criterios de eficiencia y eficacia, para garantizar el mejoramiento de las condiciones de vida. 

5. Adoptar y ejecutar planes, programas, estrategias y proyectos para la población en situación de pobreza y pobreza extrema, vulnerable y víctima de la violencia, a través del acompañamiento familiar y comunitario que contribuyan a la inclusión social y reconciliación. 

6. Establecer esquemas de seguimiento, monitoreo y evaluación a la ejecución de las políticas, planes y proyectos de competencia del Sector de Inclusión Social y Reconciliación, en coordinación con las entidades responsables en la materia. 

(…)

9. Impartir directrices para la interoperabilidad de los Sistemas de Información de Beneficiarios a cargo de las diferentes entidades del Estado. 

10. Dirigir y orientar la planeación del Sector Administrativo de Inclusión Social y Reconciliación para el cumplimiento de las funciones a cargo de este. 

(…)

14. Las demás que le asigne la ley. 

Artículo 10. Despacho del Director del Departamento. Son funciones del Director del Departamento, además de las previstas en los artículos 61 y 65 de la Ley 489 de 1998, las siguientes: 

  

1. Formular las políticas en los temas de competencia del Departamento, bajo la dirección del Presidente de la República. 

2. Formular y hacer seguimiento a las políticas, planes, programas y proyectos del Sector Administrativo de Inclusión Social y Reconciliación. 

3. Ejercer la representación legal del Departamento. 

4. Coordinar el desarrollo de la política que en materia de inclusión social y reconciliación fije el Gobierno nacional. 

5. Direccionar y articular la oferta social del Estado para el desarrollo de la política de inclusión social y reconciliación en el marco de las competencias de la superación de la pobreza y pobreza extrema, la atención de grupos vulnerables, la atención integral a la primera infancia, infancia y adolescencia y la atención y reparación a víctimas del conflicto armado. 

6. Impartir las directrices para articular la gestión del Departamento y de las entidades del Sector Administrativo de Inclusión Social y Reconciliación, para la prestación de los servicios a cargo de este. 

7. Orientar y articular las estrategias tendientes a promover el fortalecimiento institucional de los diferentes actores locales públicos, privados y/o comunitarios, para la implementación de las políticas, planes, programas y proyectos a cargo del Sector de Inclusión Social y Reconciliación. 

  

(…)

9. Impartir directrices para la coordinación de las actividades del Departamento, en lo relacionado con sus objetivos y funciones, con las entidades públicas del orden nacional, del sector central y del descentralizado, los entes territoriales y sus entidades adscritas y vinculadas. 

(…)

19. Ejercer las funciones que el Presidente de la República le delegue o la ley le confiera y vigilar el cumplimiento de las que por mandato legal se hayan otorgado al Departamento Administrativo, así como las que hayan delegado en servidores del mismo. 

3.2 Vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada.

Se desarrolla lo dispuesto en los Decretos Legislativos 458, 569 y 814 de 2020, los cuales se encuentran vigentes.
3.3. Disposiciones derogadas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas.
Ninguna.
3.4 Revisión y análisis de la jurisprudencia que tenga impacto o sea relevante para la expedición del proyecto normativo (órganos de cierre de cada jurisdicción)

Ninguna.
3.5 Circunstancias jurídicas adicionales 

Ninguna.


	4. IMPACTO ECONÓMICO (Si se requiere)
(Por favor señale el costo o ahorro de la implementación del acto administrativo)

La entrega de las transferencias monetarias no condicionadas, adicionales y extraordinarias no cobradas durante la vigencia 2020 por los participantes del programa Jóvenes en Acción de la Dirección de Transferencias Monetarias Condicionadas se estima tendrá un impacto económico de aproximadamente ONCE MIL CUATROCIENTOS DIECISÉIS MILLONES DOSCIENTOS OCHO MIL PESOS M/CTE ($11.416.208.000), 

	5. VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL (Si se requiere)
(Por favor indique si cuenta con los recursos presupuestales disponibles para la implementación del proyecto normativo) 

La disponibilidad presupuestal es de ONCE MIL CUATROCIENTOS DIECISÉIS MILLONES DOSCIENTOS OCHO MIL PESOS M/CTE ($11.416.208.000), que se ejecutará con cargo al certificado de disponibilidad presupuestal No. 19721 de 2021, Reserva Presupuestal con cargo al Registro Presupuestal 201420, expedidos por la Subdirección Financiera de Prosperidad Social, rubro presupuestal “A-03-03-01-082 Fondo de Mitigación de Emergencias – FOME”, y la Resolución 00599 del 29 de marzo de 2021.


	6. IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN (Si se requiere)
(Por favor indique el proyecto normativo tiene impacto sobre el medio ambiente o el Patrimonio cultural de la Nación) 
Las disposiciones contenidas en el proyecto de Resolución no tienen los referidos impactos ambientales respecto al patrimonio cultural de la Nación.

	7. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO (Si cuenta con ellos) 

	Ninguno.

	

	

	ANEXOS: 

	Certificación de cumplimiento de requisitos de consulta, publicidad y de incorporación en la agenda regulatoria 

(Firmada por el servidor público competente –entidad originadora)
	X

	Concepto(s) de Ministerio de Comercio, Industria y Turismo
(Cuando se trate de un proyecto de reglamento técnico o de procedimientos de evaluación de conformidad)
	No aplica

	Informe de observaciones y respuestas 

(Análisis del informe con la evaluación de las observaciones de los ciudadanos y grupos de interés sobre el proyecto normativo)
	X

	Concepto de Abogacía de la Competencia de la Superintendencia de Industria y Comercio

(Cuando los proyectos normativos tengan incidencia en la libre competencia de los mercados)
	No aplica

	Concepto de aprobación nuevos trámites del Departamento Administrativo de la Función Pública

(Cuando el proyecto normativo adopte o modifique un trámite)
	No aplica

	Otro 

(Cualquier otro aspecto que la entidad originadora de la norma considere relevante o de importancia)
· Resolución 00599 del 29 de marzo de 2021
· Oficio No. S-2021-1000-208500 del 13 de junio de 2021
· Certificado de disponibilidad presupuestal No. 19721 de 2021. 

· Reserva Presupuestal con cargo al Registro Presupuestal 201420, expedidos por la Subdirección Financiera de Prosperidad Social, rubro presupuestal “A-03-03-01-082 Fondo de Mitigación de Emergencias – FOME”.
	X


Aprobó:
LUCY EDREY ACEVEDO MENESES
Jefe Oficina Asesora Jurídica
Proyectó: GIT Jóvenes en Acción
Revisó: Dirección de Transferencias Monetarias Condicionadas
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